
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 18 de diciembre de 2017

Proceso:    

Acción de Tutela – Contra providencia – No hizo solicitud – Subsidiariedad - Inmediatez
Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2017-01309-00
Accionante: 

Javier Elías Arias Idárraga
Accionado:

Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Banco Davivienda; Procuradora I, Judicial II Delegada para Asuntos Civiles y Laborales de Bogotá DC; Alcalde Distrital de Bogotá y Defensor del Pueblo de Bogotá DC.
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / NO HIZO SOLICITUD AL JUEZ / NIEGA -. Y es que, como lo deja ver la copia del expediente arrimado (f. 8 CD), no hay evidencia alguna acerca de que el interesado le haya solicitado al Juzgado que proceda en la forma como ahora se reclama, es decir, conforme lo señalan los artículos 84 y 42 de la Ley 472 y CGP, respectivamente.

Solo a partir de la gestión que en tal sentido adelante y acorde con lo que suceda en torno a ello, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad susceptible de remediar por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación asuma o se anticipe a las funciones y decisiones que incumben al juez ordinario. 

Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación, de manera prematura.

Ahora, el reproche porque el Juzgado no dispone la notificación a la comunidad por intermedio de la página de la Rama Judicial, habida cuenta de que el Fondo para la Defensa de los Derechos e intereses colectivos no lo hace y dilata más la acción, lo cierto es que, en la decisión del Juzgado de que la respectiva información se cumpla por alguno de los medios de comunicación allí indicados, no hallala Sala  criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. 

En efecto, compártase o no la resolución adoptada, a la postre en la que se vio favorecido el mismo actor, al no cargársele con los gastos que de allí devienen, corresponde a una intelección y decisión razonable que en el estado actual de cosas no merece algún reproche constitucional, como quiera que no existe evidencia alguna dentro del plenario acerca de que se halla torpedeado o dilatado tal etapa, como lo quiere hacer ver el accionante.

 En esa posición, nada de arbitrario se advierte; antes bien, se ha provisto una gestión en favor de la actuación, de manera oficiosa; así que de las disquisiciones del Juzgado no comportan, por sí mismas, el quebrantamiento de los derechos fundamentales que se invocan, aun cuando ello le parezca discutible al interesado. 

De manera que la sola circunstancia de que el actor no esté de acuerdo, no abre paso a la injerencia del juez constitucional en la órbita del ordinario.
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Acta No. 
  



Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Banco Davivienda; Procuradora I, Judicial II Delegada para Asuntos Civiles y Laborales de Bogotá DC; Alcalde Distrital de Bogotá y Defensor del Pueblo de Bogotá DC.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de los derechos que describe como “garantías procesales, art. 13, 83 CN”, teniendo en cuenta que presentó ante el despacho accionado la acción popular “2016-439”, en la que se incumplen los artículos 5 y 84 de la Ley 472 de 1998 y el artículo 42 del CGP.

Pidió, por tanto, se ordene al Juzgado cumpla con los precitados artículos 84 y 42 de las mencionados estatutos jurídicos; que informe a la comunidad por intermedio de la página web de la Rama Judicial, pues el Fondo no informa y solo dilata más.
Con auto del 1º de diciembre se le dio impulso a la acción con la citación del Banco Davivienda; Procuradora I, Judicial II Delegada para Asuntos Civiles y Laborales de Bogotá DC; Alcalde Distrital de Bogotá y el Defensor del Pueblo de Bogotá DC. 

El Juzgado, dio cuenta de la promoción anterior de acciones de igual linaje respecto de la misma demanda popular e indicó algunas situaciones acaecidas dentro del asunto; asimismo remitió las copias solicitadas.

El representante legal del Banco Davivienda S.A., solicitó declarar la improcedencia de lo pedido, pues en verdad, no existe ninguna dilación dentro del trámite de rigor.

Por su parte, la Directora Distrital de Defensa Judicial y Prevención del Daño Antijurídico de la Secretaría Jurídica Distrital de la Alcaldía Mayor de Bogotá, se pronunció sobre los hechos del libelo; alegó falta de legitimación en la causa por pasiva y dijo que no han vulnerado derecho fundamental alguno al accionante. 
CONSIDERACIONES

Delanteramente hay que advertir que, si bien el Juzgado demandado informó sobre la presentación de otras tutelas en relación con la misma demanda popular a que alude este libelo, de las copias arrimadas (pág. 17 a 24 y 155 a 162, disco compacto -f. 8-), se desprende que aquellas se refieren a situaciones fácticas dierentes a la de ahora, lo que descarta la configuración de una cosa juzgada. 
Hecha esta aclaración, se tiene que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados, para que se le ordene al Juzgado aplicar lo prevenido en los artículos 84 de la Ley 472 de 1998 y 42 del CGP, así como informarle a la comunidad por intermedio de la página web de la Rama Judicial, como quiera que el Fondo no informa y solo dilata más la acción.




Se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU 573 de 2017, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.   
De frente a ese derrotero, en cuanto toca con el pedido de que se ordene aplicar la normativa que se cita en el acápite de pretensiones del escrito de demanda, se advierte, de entrada, que la solicitud del accionante se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”
Y es que, como lo deja ver la copia del expediente arrimado (f. 8 CD), no hay evidencia alguna acerca de que el interesado le haya solicitado al Juzgado que proceda en la forma como ahora se reclama, es decir, conforme lo señalan los artículos 84 y 42 de la Ley 472 y CGP, respectivamente.

 



Solo a partir de la gestión que en tal sentido adelante y acorde con lo que suceda en torno a ello, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad susceptible de remediar por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación asuma o se anticipe a las funciones y decisiones que incumben al juez ordinario. 




Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación, de manera prematura.

 



Ahora, el reproche porque el Juzgado no dispone la notificación a la comunidad por intermedio de la página de la Rama Judicial, habida cuenta de que el Fondo para la Defensa de los Derechos e intereses colectivos no lo hace y dilata más la acción, lo cierto es que, en la decisión del Juzgado de que la respectiva información se cumpla por alguno de los medios de comunicación allí indicados, no hallala Sala  criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. 

En efecto, compártase o no la resolución adoptada, a la postre en la que se vio favorecido el mismo actor, al no cargársele con los gastos que de allí devienen, corresponde a una intelección y decisión razonable que en el estado actual de cosas no merece algún reproche constitucional, como quiera que no existe evidencia alguna dentro del plenario acerca de que se halla torpedeado o dilatado tal etapa, como lo quiere hacer ver el accionante.
 En esa posición, nada de arbitrario se advierte; antes bien, se ha provisto una gestión en favor de la actuación, de manera oficiosa; así que de las disquisiciones del Juzgado no comportan, por sí mismas, el quebrantamiento de los derechos fundamentales que se invocan, aun cuando ello le parezca discutible al interesado. 
De manera que la sola circunstancia de que el actor no esté de acuerdo, no abre paso a la injerencia del juez constitucional en la órbita del ordinario. Valga traer a colación lo que sobre el particular tiene dicho la jurisprudencia
:
“Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho, sino una vía de Derecho distinta, en sí misma respetable si no carece de razonabilidad. Esta, así como el contenido y alcances de la sentencia proferida con ese apoyo, deben ser escrutados por la misma jurisdicción y por los procedimientos ordinarios, a través de los recursos que la ley establece y no, por regla general, a través de la acción de tutela.

[...]Diferente es el caso de la ostensible aplicación indebida de una norma, en cuya virtud se pretende lograr que los hechos quepan en ella, aun contra toda evidencia. Allí puede darse la vía de hecho, como lo ha admitido esta Corte, si por haberse forzado arbitrariamente el ordenamiento jurídico se han quebrantado o se amenazan derechos constitucionales fundamentales” 

Con los presupuestos indicados para la procedencia de la acción de tutela  cuando se acusa una decisión judicial de constituir vía de hecho, la Sala reitera la conclusión que se ha referido en anteriores fallos, en el sentido de precisar que “No toda vía de hecho reúne las características necesarias para incoar la acción referida, porque, para que sea viable requiere no sólo que se afecte un derecho fundamental, sino que además se presente cierta gravedad e inminencia en la vulneración o amenaza.” 
, requisitos que no basta con que sean alegados, sino que deben acreditarse o evidenciarse en cada caso concreto.”

Se recuerda, en todo caso, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial, aun cuando sea de única instancia; al contrario, su alcance es restringido y, por consiguiente, impide cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, situación que no acontece, según viene de verse, en el presente asunto, lo que dará lugar a negar el amparo deprecado por tal aspecto.




Se absolverá a los demás citados al asunto, por no hallar de su parte trasgresión alguna de los derechos del demandante.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, en relación con la solicitud de que se aplique la normativa citada de manera expresa en el aparte de pretensiones.




Se NIEGA la protección elevada, respecto a que se ordene la publicación del aviso a la comunidad por intermedio de la página de la Rama Judicial.
Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

            DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� 	Sentencia C-543-92


� Sentencia T-388/06. Así se reitera en otras providencias, como la sentencia T-060 de 2014


� En sentido similar pueden consultarse las sentencias T-765 de 1998, M.P., José Gregorio Hernández Galindo; T-555 de 2000 M.P., Fabio Morón Díaz y T-085 de 2001 M.P., Alejandro Martínez Caballero; T-702 de 2003, M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


� Sentencia T-327 de 1994, M.P.,Vladimiro Naranjo Mesa
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